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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
                         SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Julio veinticuatro (24) de dos mil nueve (2009)




Acta No. 336 de julio 24 del año 2009




Expediente 66001-22-13-001-2009-00055-00





Se resuelve la Acción de tutela promovida por ANDRES FELIPE OSORIO en contra del JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL, RISARALDA, y a la que fueron vinculados los señores SANDRA PATRICIA DUQUE CHICA Y JUAN CARLOS MARTINEZ ROJAS. 




I. ANTECEDENTES:

Pretende el actor que se le tutele el derecho al debido proceso que considera vulnerado por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido el Despacho arriba citado.





Explica el accionante que el día 24 de octubre de 2008, el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL, RISARALDA profirió sentencia (sic) de primera instancia  favorable a las pretensiones del señor ANDRES FELIPE OSORIO dentro del incidente que éste interpusiera, en donde se ordenó el levantamiento del embargo de los vehículos de placas LLD-684 y OVD-567. Este fallo (sic) fue apelado  y debidamente confirmado por el HONORABLE TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA, según acta número 104 de marzo 17 de 2009. Luego, el 17 de abril de igual año, el apoderado de la parte demandante, solicitó nuevamente el embargo y secuestro de dichos bienes, pertenecientes a la sociedad conyugal, fundamentándose equivocadamente en los considerandos que esgrimiera la Corporación para confirmar el proveído atacado, a lo cual accedió el Juzgado accionado mediante interlocutorio del 23 de abril de 2009. Considera que esta decisión es arbitraria y contraria a derecho, convirtiéndose en una vía de hecho, para lo cual interpuso recurso de reposición, al cual no se le dio trámite por extemporáneo. Destaca que el auto del 23 de abril fue notificado a las partes, pero no al incidentista, que es su representado. 





Pide, entonces, se ampare el derecho invocado y, consecuentemente, se le ordene al Juzgado accionado “dar cumplimiento a la providencia (sic) de primera y segunda instancia del incidente”. 




A la tutela se le dio el trámite de ley, luego de corregida y de que la Honorable Corte Suprema de Justicia considerara que esta célula judicial es la competente para asumir su conocimiento, ya que no había lugar a su vinculación como extremo pasivo. 

En el auto admisorio se ordenó vincular a la parte demandante y demandada que intervienen en el proceso ORDINARIO (de DECLARATORIA DE LA UNION MARITAL DE HECHO), donde se surtió la actuación aquí atacada. Únicamente allegó escrito esta última, por intermedio de apoderado judicial, calidad que no acreditó (folio 66), solicitando que se le ordene al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, le dé “cumplimiento al fallo (sic) de fecha 17 de  marzo de 2009 proferido por su despacho, que confirmó la sentencia (sic) de primera instancia favorable las pretensiones del incidentista Andrés Felipe Osorio” (folio ídem). 

El Despacho accionado anexó las copias pertinentes de las actuaciones procesales surgidas con posterioridad al interlocutorio emitido por la Corporación (ver folios 68 a 93). 
Sin necesidad de la práctica de otras pruebas distintas a las documentales que obran en el plenario, se pasa a resolver la Acción de Tutela previas las siguientes,

II.  CONSIDERACIONES DE LA SALA:

El derecho fundamental que el actor pide le sea protegido es el del debido proceso, amparado por el artículo 29 de la Constitución Nacional.

Sin embargo, para la Sala es claro que tal derecho fundamental no ha sido quebrantado.

Ciertamente, el proceso ORDINARIO que acusa de ilegal el peticionario, se tramitó conforme a derecho y de las decisiones en él tomadas, no puede decirse que obedecieron al mero capricho o veleidad de la juzgadora, sino que actuó conforme a las normas que rigen el procedimiento.

En efecto, en la decisión del veintitrés (23) de abril último, la funcionaria lo único que hizo fue que, como en el interregno de tiempo mientras se surtía el trámite del recurso de apelación en contra del auto del veintiocho (28)  de octubre del dos mil ocho (2008), se había proferido sentencia que había declarado la UNION MARITAL DE HECHO entre los concubinos (la que data del mes de noviembre), procedió a iniciar la liquidación de la sociedad patrimonial formada por ellos, en la forma como lo había pedido el apoderado judicial de la demandante en su escrito y a continuación del proceso ORDINARIO
. Aquí, como ya se pasaba a otra etapa procesal, era procedente el embargo y secuestro de los bienes de propiedad del demandado, conforme a lo regulado por el artículo 691 del C.P.C.. Así lo expresó el Despacho, en aplicación a lo ordenado por los artículos 625 y 626 del ibídem, en concordancia con la ley 54 de 1990. 
Frente a esa decisión el apoderado del aquí tutelante e incidentista en el juicio de marras, interpuso recurso de reposición, al cual el Juzgado no le dio trámite por extemporáneo. No es de recibo lo expuesto por el inconforme el sentido de que esa providencia no le fue debidamente notificada, ya que su notificación se ajustó a la normatividad adjetiva civil porque no era la primera que se le hacía en su calidad de tercero (numeral 2º. del artículo 314 ídem).   
Lo que se avista de la revisión que se les hizo a las copias relacionadas con el expediente es que, como al profesional se le pasó el término para interponer el recurso de reposición, procedió a impetrar el amparo constitucional que aquí se resuelve, el cual no es subsidiario de los mecanismos ordinarios. 

Por tanto, no le es dable al juez de tutela aceptar que se haga uso de esta vía, a manera de una nueva instancia, a objeto de controvertir decisiones en firme proferidas por el juez accionado, como lo es el auto del veintitrés (23) de abril del año en curso porque, como en repetidas ocasiones se ha dicho:

“Cuando la labor interpretativa realizada por el juez se encuentra debidamente sustentada y razonada, no es susceptible de ser cuestionada, ni menos aún de ser calificada como una vía de hecho, y por lo tanto, cuando su decisión sea impugnada porque una de las partes no comparte la interpretación por él efectuada a través del mecanismo extraordinario y excepcional de la tutela, ésta será improcedente.”

Además, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, contrario a lo expresado, sí le dio cumplimiento a los autos interlocutorios de primera y segunda instancia. Obsérvese que en la decisión atacada, levanta el embargo de los vehículos de placas LLD-684 y OVD-567 y en la del once (11) de mayo del dos mil nueve (2009), la de los de placas PNJ-07A y ZRM-876, eso sí, decretando nuevamente su embargo en razón, como antes de dijo, porque se iniciaba la liquidación de la sociedad patrimonial, la cual sigue las pautas trazadas por los cánones 625 y 626 del estatuto procesal civil. En estos casos, en materia de medidas cautelares, se reitera, se aplica el artículo 691 ídem, por lo que se justificaba el decreto de las medidas cautelares previas.
Como no existe ninguna irregularidad, tampoco podemos hablar de una vía de hecho como lo pretende hacer ver el apoderado inconforme. Y, si en gracia de discusión la hubiera, no argumentó en forma específica en qué consistió, para poderse analizar sus argumentos. 
Visto, entonces, que en este asunto no está comprometido ningún derecho fundamental, será negada la tutela incoada; así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes.





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE NIEGA la Acción de Tutela promovida por ANDRES FELIPE OSORIO en contra del JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE SANTA ROSA DE CABAL, RISARALDA, y a la que fueron vinculados los señores SANDRA PATRICIA DUQUE CHICA Y JUAN CARLOS MARTINEZ ROJAS.




2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5º, Dto. 306 de 1992).





3º) De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo    Fernán Camilo Valencia López

� Ver folios 14 a 16 y 72 a 74. 


� Sentencia T-121 de 1999. Corte Constitucional. M.P. Dra. Martha Sáchica Méndez.





